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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
CONTRATO ESTATAL – Caracteres – Onerosidad y conmutatividad

El contrato estatal es, por regla general, oneroso y conmutativo. Es oneroso porque, en los términos del artículo 1497 del Código Civil, “tiene por objeto la utilidad de ambos contratantes, gravándose cada uno a beneficio del otro”; y es conmutativo porque, conforme al artículo 1498 ibidem, “cada una de las partes se obliga a dar o hacer una cosa que se mira como equivalente a lo que la otra parte debe dar o hacer a su vez”. Esa caracterización tiene respaldo en el propio Estatuto: el artículo 3 de la Ley 80 de 1993 reconoce que los particulares que colaboran con las entidades estatales buscan la obtención de utilidades; el artículo 28 impone atender “la igualdad y equivalencia entre derechos y obligaciones surgidos al momento de proponer o de contratar”; y el inciso primero del artículo 41 supedita el perfeccionamiento al acuerdo “sobre el objeto y la contraprestación”.

CONTRATO ESTATAL – Onerosidad y conmutatividad – Consecuencias

De esa premisa se siguen consecuencias prácticas que esta Subdirección ha decantado: el precio ofertado incorpora el beneficio económico del contratista aunque no se desagregue; el proponente no puede transgredir la conmutatividad del contrato ofreciendo una contraprestación excesivamente reducida y alejada de la realidad del mercado; y la intervención de una entidad en la gestión interna de otra puede desnaturalizar el contrato interadministrativo como negocio jurídico oneroso y conmutativo. Las excepciones a esta regla son las que el propio ordenamiento tipifica, como ocurre con los contratos del artículo 355 de la Constitución Política, en los que la Agencia ha precisado que no hay contraprestación directa ni relación conmutativa.

VINCULACIONES SIN REMUNERACIÓN – Ausencia de los caracteres del contrato estatal

Un documento mediante el cual una persona natural desarrolla actividades de aprendizaje, formación o apoyo en una entidad estatal sin remuneración, honorarios ni contraprestación económica no reúne los caracteres de onerosidad y conmutatividad propios del contrato estatal: no hay precio, no hay utilidad recíproca y no hay prestaciones que puedan mirarse como equivalentes. Tampoco hay, por tanto, acuerdo sobre el objeto y la contraprestación en los términos del inciso primero del artículo 41 de la Ley 80 de 1993. En consecuencia, no se está ante un contrato estatal ni ante un Proceso de Contratación.

VINCULACIÓN FORMATIVA – Acto administrativo – Resolución 3546 de 2018

El ordenamiento no deja la cuestión al criterio de la entidad: dispone un instrumento específico. El artículo 16 de la Resolución 3546 de 2018 del Ministerio del Trabajo, modificado por el artículo 7 de la Resolución 623 de 2020, establece que las prácticas laborales que se desarrollen “en las entidades estatales regidas en sus actuaciones por el derecho público se realizarán mediante la vinculación formativa del estudiante a través de acto administrativo que deberá expedirse con anterioridad al inicio de la actividad formativa”, con un contenido mínimo que la norma enumera, seguido de un acta suscrita entre el escenario de práctica y el estudiante. El acuerdo de voluntades está reservado, por el artículo 17 ibidem, a las entidades privadas y a las estatales regidas por el derecho privado.

JUDICATURA AD HONOREM – Acto administrativo – Régimen propio

La judicatura es un requisito académico para optar por el título de abogado que, en su modalidad ad honorem, se presta durante un término legalmente definido, de tiempo completo y con dedicación exclusiva, sin remuneración ni vínculo laboral con el Estado. El artículo noveno del Acuerdo PSAA10-7543 de 2010 de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura dispone que las entidades que vinculen egresados de las facultades de derecho con carácter ad honorem o remunerado “realizarán dicha vinculación mediante los correspondientes actos administrativos, o bajo cualquier otra modalidad de vinculación”. Su estructura formativa y supervisada —jornada completa, asignación de funciones por el superior inmediato, evaluación periódica— contrasta con la autonomía e independencia que caracterizan esencialmente al contrato de prestación de servicios.

SECOP II – Deber de publicar – Objeto – Contratos estatales

El deber de publicar en el SECOP recae sobre los Documentos del Proceso y los actos administrativos del Proceso de Contratación, esto es, sobre la actividad contractual de las entidades estatales. Por ello, cuando una tipología no se encuentra incorporada en la noción de contrato estatal, no queda comprendida en ese deber: así lo precisó esta Subdirección respecto del contrato de aprendizaje, al señalar que “dicha tipología contractual no se encuentra incorporada en la noción de contratos estatales”, siendo sobre estos últimos que “recae la obligación de publicar en el SECOP II”. La misma conclusión se impone frente a las vinculaciones formativas y ad honorem.

SECOP II – Contratos estatales sin erogación – Alcance de la regla

Cosa distinta es que, tratándose de contratos estatales, la ausencia de desembolso no exima del deber de publicidad: esta Subdirección tiene decantado que la publicidad de los contratos estatales debe realizarse a través del SECOP independientemente del régimen aplicable y de que impliquen o no erogación de recursos públicos. Esa regla presupone, sin embargo, que exista un contrato estatal: opera frente a tipologías de derecho privado celebradas por entidades estatales, como el comodato o el arrendamiento, y no convierte en contractual lo que por su régimen no lo es.

PUBLICIDAD DE LAS VINCULACIONES FORMATIVAS – Canales distintos del SECOP

La inaplicación del SECOP no sustrae estas actuaciones de la publicidad. Los artículos 10 y 15, numeral 1, de la Resolución 3546 de 2018 imponen a las entidades estatales registrar y publicar las plazas de práctica a través del Sistema de Información del Servicio Público de Empleo, y exigen dar a conocer a los estudiantes el proceso de selección para su asignación. El acto administrativo de vinculación formativa y los documentos que lo soportan son información pública y su divulgación se rige por la Ley 1712 de 2014 y el Decreto 1081 de 2015, a través del sitio web institucional y de la sección de transparencia y acceso a la información pública, con las salvaguardas que correspondan en materia de datos personales.

CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS – Límite – Prohibición de subvertir requisitos legales

La entidad no puede acudir al contrato de prestación de servicios para articular lo que el ordenamiento dispone mediante otro instrumento, ni valerse de una denominación gratuita o atípica para obtener aquello que una tipología legal regula con requisitos propios. Si las actividades que la persona desarrollará corresponden al objeto propio del contrato de prestación de servicios, debe acudirse a esa tipología con el cumplimiento íntegro de sus exigencias —imposibilidad de realizarlas con personal de planta o necesidad de conocimientos especializados, término estrictamente indispensable, remuneración y autonomía e independencia del contratista—, sin que sea admisible celebrarlo a título gratuito.


















Bogotá D.C., 19 de octubre de 2026
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Estimado señor Romero:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente –, en ejercicio de las competencias otorgadas por el numeral 5 del artículo 3 y el numeral 8 del artículo 11 del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, responde su solicitud del 4 de septiembre de 2026, dirigida simultáneamente al Departamento Administrativo de la Función Pública y a esta Agencia, sobre las modalidades de vinculación sin remuneración en entidades públicas y su eventual publicidad en el SECOP II. Se transcriben los interrogantes del acápite III, formulados a esta Entidad, y los numerales 8 y 9 del acápite IV, que guardan relación con la contratación estatal:

“5.1. Desde el punto de vista de la contratación estatal, ¿un acuerdo mediante el cual una persona natural desarrolla voluntariamente actividades de apoyo o formación en una entidad pública, sin recibir remuneración, honorarios ni contraprestación económica, constituye un contrato estatal?

5.2. ¿Un documento de voluntariado, convenio o acuerdo de colaboración sin remuneración celebrado por una entidad pública con una persona natural se encuentra sometido al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública?

5.3. ¿La inexistencia de una contraprestación económica y de ejecución de recursos públicos determina que la actuación no tenga naturaleza contractual?

6.1. En el evento en que una entidad pública […] formalice una vinculación de una persona natural bajo una modalidad de voluntariado o ad honorem, sin remuneración ni ejecución de recursos públicos, ¿existe obligación de publicar dicha actuación en SECOP II? 6.2. En caso afirmativo, ¿qué procedimiento debe adelantar la entidad […]? 6.3. ¿Qué tipo de proceso, modalidad o categoría debería utilizarse en SECOP II […]? 6.4. ¿Qué documentos deberían publicarse? […]

6.5. En caso de que no exista obligación de publicar este tipo de actuaciones en SECOP II, ¿cuál es el fundamento jurídico que sustenta dicha conclusión? 6.6. ¿La ausencia de remuneración, honorarios o ejecución de recursos públicos excluye por sí misma la obligación de publicación en SECOP II? 6.7. ¿Existe alguna obligación de publicidad o registro en SECOP II cuando la actuación no constituye contrato estatal, pero existe un documento formal suscrito entre la entidad pública y la persona natural?

7.1. Cuando una Personería Municipal recibe estudiantes para realizar prácticas profesionales o pasantías mediante convenio con una universidad, ¿dicho convenio debe ser publicado en SECOP II? 7.2. ¿Debe publicarse también cada documento de vinculación individual del estudiante? 7.3. ¿La respuesta cambia cuando la práctica es ad honorem y no genera erogación presupuestal para la entidad?

8.1. Si una persona ya graduada pretende desarrollar actividades de aprendizaje o adquisición de experiencia en una entidad pública sin remuneración, ¿la formalización de dicha situación mediante un documento suscrito entre las partes genera un contrato estatal sujeto a publicación en SECOP II? […] 8.3. ¿Puede utilizarse un convenio o acuerdo de colaboración sin remuneración para este propósito o ello implicaría una modalidad contractual no contemplada legalmente?”.

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales, ni a determinar grados de responsabilidad por las actuaciones de los diferentes participes del sistema de compra pública.
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta.
Esa delimitación obliga a precisar qué se resuelve y qué no. Los interrogantes del acápite II de su escrito —sobre la viabilidad del voluntariado en entidades públicas, la existencia de una figura general de vinculación ad honorem, la posibilidad de recibir como practicante a una persona ya graduada, los límites para evitar que se configure una relación laboral encubierta y las obligaciones en materia de seguridad social y riesgos laborales— corresponden al régimen del empleo público y a la regulación de las prácticas laborales y demás modalidades de vinculación formativa, materias que competen al Departamento Administrativo de la Función Pública y al Ministerio del Trabajo, y, tratándose de la judicatura, al Consejo Superior de la Judicatura. Lo mismo ocurre con los numerales 1 a 7 y 10 del acápite IV. Esta Agencia no es competente para pronunciarse sobre ellos y, por tanto, no determina si la vinculación que usted describe es o no jurídicamente viable ni cuál sería la figura procedente.
Lo que sí corresponde absolver son los interrogantes del acápite III y los numerales 8 y 9 del acápite IV, que plantean dos cuestiones propias del régimen de la contratación estatal: si un documento sin remuneración suscrito por una entidad estatal constituye contrato estatal sometido al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, y si existe el deber de publicarlo en el SECOP. Para absolver la segunda es preciso referirse al instrumento que el ordenamiento prevé para esas vinculaciones; ello se hace únicamente en cuanto resulta indispensable para delimitar el ámbito del Sistema Electrónico para la Contratación Pública, sin que constituya interpretación de un régimen ajeno a esta competencia. Por la misma razón, el acápite orientativo final no tiene carácter vinculante. 

1. Problemas planteados:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, y sintetizando los interrogantes de su competencia en los problemas jurídicos que efectivamente los comprenden, la Agencia procede a resolver: i) ¿Un documento mediante el cual una persona natural desarrolla actividades de formación, aprendizaje o apoyo en una entidad estatal sin recibir remuneración, honorarios ni contraprestación económica constituye contrato estatal sometido al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública? ii) ¿Existe obligación de publicar esa actuación en el SECOP II y, de no existir, cuál es el fundamento jurídico de esa conclusión y cuál el canal de publicidad que corresponde? iii) ¿Deben publicarse en el SECOP II los convenios celebrados con instituciones de educación superior para la realización de prácticas y los documentos individuales de vinculación de los estudiantes?

2. Respuestas:

	i) Un documento de esa naturaleza no constituye contrato estatal, porque carece de los caracteres de onerosidad y conmutatividad propios del contrato estatal. Esta Subdirección ha precisado que las adquisiciones de las entidades deben respetar “el carácter oneroso y conmutativo propio de los contratos estatales, los cuales requieren que el acuerdo sobre el objeto y el precio se eleven por escrito en los términos del inciso primero del artículo 41 de la Ley 80 de 1993”, remitiendo para ello a los artículos 1497 y 1498 del Código Civil[footnoteRef:1]. [1:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-541 de 2026. Código Civil, artículos 1497 y 1498; Ley 80 de 1993, artículo 41, inciso primero.] 

Esa caracterización es reiterada y tiene anclaje en el propio Estatuto. La Agencia ha sostenido que “el contrato estatal es oneroso y conmutativo” y que los particulares que colaboran con las entidades estatales “tienen derecho a obtener utilidades en los términos del artículo 3 de la Ley 80 de 1993”; ha advertido que el proponente no puede “transgredir la conmutatividad del contrato estatal ofreciendo una contraprestación excesivamente reducida”; y ha señalado que ciertas conductas pueden “desnaturalizar el contrato interadministrativo como negocio jurídico oneroso y conmutativo”. A ello se suma el deber del artículo 28 de la Ley 80 de 1993 de atender “la igualdad y equivalencia entre derechos y obligaciones surgidos al momento de proponer o de contratar”[footnoteRef:2]. [2:  Ley 80 de 1993, artículos 3, 28 y 41. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-1025 de 2026, C-1031 de 2026, C-069 de 2026, C-636 de 2026 y C-1078 de 2026.] 

Aplicada al supuesto de su consulta, la premisa conduce a una conclusión directa —y responde sus interrogantes 5.1, 5.2, 5.3 y 8.1—. Cuando una persona acude a una entidad estatal a desarrollar actividades de aprendizaje, formación o apoyo sin recibir remuneración, honorarios ni contraprestación económica, no hay precio, no hay utilidad recíproca y no hay prestaciones que puedan mirarse como equivalentes; falta, por tanto, el acuerdo sobre el objeto y la contraprestación que el inciso primero del artículo 41 exige para el perfeccionamiento. No se está, en consecuencia, ante un contrato estatal, ni le resulta aplicable el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública[footnoteRef:3]. [3:  Ley 80 de 1993, artículos 32 —inciso primero— y 41, inciso primero. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-541 de 2026.] 

La conclusión no depende únicamente de la gratuidad: el ordenamiento dispone para estas vinculaciones un instrumento distinto del contrato. El artículo 16 de la Resolución 3546 de 2018 del Ministerio del Trabajo, modificado por el artículo 7 de la Resolución 623 de 2020, establece que las prácticas laborales que se desarrollen “en las entidades estatales regidas en sus actuaciones por el derecho público se realizarán mediante la vinculación formativa del estudiante a través de acto administrativo que deberá expedirse con anterioridad al inicio de la actividad formativa”, seguido de un acta suscrita entre el escenario de práctica y el estudiante. El acuerdo de voluntades queda reservado, por el artículo 17 ibidem, a las entidades privadas y a las estatales regidas por el derecho privado[footnoteRef:4]. [4:  Resolución 3546 de 2018 del Ministerio del Trabajo, artículos 4 —numerales 1 y 3—, 16 y 17, modificados por los artículos 4, 7 y 8 de la Resolución 623 de 2020. Ley 1780 de 2016, artículos 13, 15, 16 y 17; Ley 1955 de 2019, artículo 192.] 

Lo propio ocurre con la judicatura ad honorem. El artículo décimo del Acuerdo PSAA10-7543 de 2010 de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura dispone que las entidades que vinculen egresados de las facultades de derecho con carácter ad honorem o remunerado “realizarán dicha vinculación mediante los correspondientes actos administrativos, o bajo cualquier otra modalidad de vinculación”. Esta Subdirección ha destacado, además, que la estructura formativa y supervisada de la judicatura —jornada completa, dedicación exclusiva, asignación de funciones por el superior inmediato y evaluación periódica— “puede contrastar con el requisito de autonomía e independencia que caracteriza esencialmente el contrato de prestación de servicios”[footnoteRef:5]. [5:  Acuerdo PSAA10-7543 de 2010 del Consejo Superior de la Judicatura, artículos tercero y noveno; Acuerdo PSAA12-9338 de 2012, artículo 1, numeral 2; Ley 1322 de 2009; Ley 552 de 1999, artículo 2; Decreto 3200 de 1979, artículo 23. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-297 de 2026, C-1033 de 2025 y C-1099 de 2025.] 

Respondiendo su interrogante 8.3: no es admisible acudir a un convenio o acuerdo de colaboración gratuito para este propósito. De un lado, porque el régimen aplicable prevé el acto administrativo como instrumento de la vinculación formativa; de otro, porque la entidad no puede valerse de una denominación atípica o gratuita para obtener aquello que una tipología legal regula con requisitos propios. Si las actividades corresponden al objeto del contrato de prestación de servicios, debe acudirse a esa tipología con el cumplimiento íntegro de sus exigencias —incluida la remuneración y la autonomía e independencia del contratista—, y no a título gratuito[footnoteRef:6]. [6:  Ley 80 de 1993, artículos 24 —numeral 8— y 32, numeral 3. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-297 de 2026, C-1033 de 2025 y C-1172 de 2026.] 

ii) No existe obligación de publicar estas actuaciones en el SECOP II, y ese es el fundamento jurídico que responde su interrogante 6.5. El deber de publicidad del artículo 3 de la Ley 1150 de 2007 y del artículo 2.2.1.1.1.7.1 del Decreto 1082 de 2015 recae sobre “los Documentos del Proceso y los actos administrativos del Proceso de Contratación”, es decir, sobre la actividad contractual de las entidades estatales. Si la actuación no constituye contrato estatal, no hay Proceso de Contratación y el SECOP II no es el sistema que corresponde. Quedan así respondidos también sus interrogantes 6.1, 6.2, 6.3, 6.4 y 6.7[footnoteRef:7]. [7:  Ley 1150 de 2007, artículo 3; Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.1.3.1 y 2.2.1.1.1.7.1.] 

Esta Subdirección ya aplicó ese razonamiento a una figura análoga. Al preguntársele si los contratos de aprendizaje debían publicarse en el SECOP II, precisó que, por tratarse de “una forma especial de vinculación del Derecho Laboral”, “dicha tipología contractual no se encuentra incorporada en la noción de contratos estatales”, y que es sobre los contratos estatales que “recae la obligación de publicar en el SECOP II”. El mismo criterio gobierna las vinculaciones formativas y ad honorem, que ni siquiera se articulan mediante negocio jurídico sino mediante acto administrativo[footnoteRef:8]. [8:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-699 de 2024, descriptor “CONTRATOS DE APRENDIZAJE – Noción – Derecho laboral – Publicación en secop ii”.] 

Se requiere precisar el alcance de una regla que podría invocarse en sentido contrario —y con ello responder su interrogante 6.6—. Es cierto que, tratándose de contratos estatales, esta Subdirección tiene decantado que la publicidad debe realizarse a través del SECOP “independientemente de cual sea el régimen aplicable al contrato o que este implique o no la erogación de recursos públicos”. Pero esa regla presupone que exista un contrato estatal: esa regla se construyó a propósito de tipologías de derecho privado celebradas por entidades estatales, como el comodato y el arrendamiento, y no convierte en contractual lo que por su régimen no lo es. La ausencia de remuneración no excluye el deber de publicar un contrato estatal; lo que ocurre en el supuesto de su consulta es que no hay contrato estatal[footnoteRef:9]. [9:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-780 de 2020, C-229 de 2022, C-260 de 2023, C-464 de 2024 y C-080 de 2025, bajo el descriptor “SECOP – Publicación – Contratos sin erogación presupuestal”.] 

La inaplicación del SECOP no sustrae la actuación de la publicidad, por lo que se indica el canal que corresponde. Los artículos 10 y 15, numeral 1, de la Resolución 3546 de 2018 imponen a las entidades estatales registrar y publicar las plazas de práctica a través del Sistema de Información del Servicio Público de Empleo, así como establecer y dar a conocer el proceso de selección para su asignación. El acto administrativo de vinculación formativa, el acta y los demás documentos son información pública, y su divulgación se rige por la Ley 1712 de 2014 y el Decreto 1081 de 2015, a través del sitio web institucional y de la sección de transparencia y acceso a la información pública[footnoteRef:10].  [10:  Resolución 3546 de 2018 del Ministerio del Trabajo, artículos 10 y 15 —numeral 1—, este último modificado por el artículo 6 de la Resolución 623 de 2020. Ley 1712 de 2014, artículos 2, 3, 9 y 11; Decreto 1081 de 2015, artículo 2.1.1.2.1.1; Resolución 1519 de 2020 del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones.] 

iii) Los convenios y documentos de vinculación de practicantes tampoco se publican en el SECOP II, por la misma razón. Tratándose de una Personería Municipal —entidad estatal regida en sus actuaciones por el derecho público—, el instrumento que el ordenamiento prevé es el acto administrativo de vinculación formativa, no un contrato estatal; y el documento que articule la relación con la institución de educación superior, cuando no comporta obligaciones onerosas y conmutativas recíprocas, tampoco reúne los caracteres del contrato estatal. Queda así respondido su interrogante 7.1, y también el 7.3: la respuesta no cambia cuando la práctica es ad honorem, porque la gratuidad confirma —no excepciona— la ausencia de los caracteres del contrato estatal[footnoteRef:11]. [11:  Resolución 3546 de 2018 del Ministerio del Trabajo, artículos 4 —numeral 2— y 16. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-541 de 2026.] 

En cuanto a los documentos individuales de vinculación de cada practicante —su interrogante 7.2—, por no integrar un Proceso de Contratación no son Documentos del Proceso y no se publican en el SECOP II. Su divulgación se rige por el régimen de transparencia y acceso a la información pública, con las salvaguardas que correspondan en materia de datos personales, cuya determinación compete al sujeto obligado que administra la información y no a esta Agencia. La situación sería distinta si la entidad celebrara con la institución de educación superior un contrato estatal propiamente dicho —con obligaciones onerosas y conmutativas recíprocas—, caso en el cual sí operaría el deber de publicidad contractual[footnoteRef:12]. [12:  Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.1.3.1. Ley 1712 de 2014, artículos 5, 6, 18 y 19; Ley 1581 de 2012.] 

Finalmente, y a título estrictamente orientativo, se deja constancia de los regímenes que gobiernan estas vinculaciones, sin que ello constituya interpretación vinculante ni invada la competencia de las autoridades llamadas a pronunciarse: las prácticas laborales se rigen por la Ley 1780 de 2016 y la Resolución 3546 de 2018; la judicatura, por sus propias disposiciones, expresamente excluidas de aquella resolución; y el voluntariado, por la Ley 720 de 2001 y el Decreto 4290 de 2005. En las razones de la respuesta se desarrolla este acápite[footnoteRef:13]. [13:  Resolución 3546 de 2018 del Ministerio del Trabajo, artículo 2, parágrafo 1, modificado por el artículo 2 de la Resolución 623 de 2020; Ley 720 de 2001, artículos 1 y 3; Decreto 4290 de 2005, artículos 2 y 6.] 



[bookmark: _Hlk37703813]
3. Razones de las respuestas:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

i) La consulta parte de una premisa que conviene examinar antes que ninguna otra: la de que la sola existencia de un documento suscrito entre la entidad y el particular bastaría para configurar un contrato estatal, de modo que el problema se reduciría a determinar si la gratuidad lo desvirtúa. El punto de partida correcto es otro, y es el de los caracteres que esta Subdirección reconoce al contrato estatal.

El contrato estatal es, por regla general, oneroso y conmutativo. Así lo ha afirmado esta Subdirección de manera expresa: al examinar ciertas adquisiciones precisó que ellas respetan “el carácter oneroso y conmutativo propio de los contratos estatales, los cuales requieren que el acuerdo sobre el objeto y el precio se eleven por escrito en los términos del inciso primero del artículo 41 de la Ley 80 de 1993”[footnoteRef:14]. [14:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-541 de 2026.] 


El mismo concepto precisó el contenido de ambas nociones acudiendo al Código Civil: el contrato es oneroso “cuando tiene por objeto la utilidad de ambos contratantes, gravándose cada uno a beneficio del otro”, y “el contrato oneroso es conmutativo, cuando cada una de las partes se obliga a dar o hacer una cosa que se mira como equivalente a lo que la otra parte debe dar o hacer a su vez”. Onerosidad y conmutatividad no son rasgos accidentales sino que describen la estructura económica del negocio[footnoteRef:15]. [15:  Código Civil, artículos 1497 y 1498. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-541 de 2026.] 


La Subdirección ha señalado que “como el contrato estatal es oneroso y conmutativo, y en tanto los particulares que colaboran con las entidades estatales tienen derecho a obtener utilidades en los términos del artículo 3 de la Ley 80 de 1993, el beneficio económico del contratista y las contingencias propias del área normal quedan incorporados en los precios ofertados”[footnoteRef:16]. [16:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1025 de 2026. Ley 80 de 1993, artículo 3.] 


Ha advertido también que la respuesta a una solicitud de aclaración no es oportunidad para que los proponentes “transgredan la conmutatividad del contrato estatal ofreciendo una contraprestación excesivamente reducida alejada de la realidad del mercado”; y, en materia de contratos interadministrativos, que ciertas injerencias de la entidad contratante pueden “desnaturalizar el contrato interadministrativo como negocio jurídico oneroso y conmutativo”. Los acuerdos accesorios que las partes pacten participan de los mismos caracteres[footnoteRef:17]. [17:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-1031 de 2026, C-069 de 2026, C-636 de 2026 y C-1078 de 2026.] 


El Estatuto respalda esa lectura en tres disposiciones. El artículo 3 de la Ley 80 de 1993 reconoce que los particulares, al celebrar contratos con el Estado, “tendrán en cuenta al colaborar con ellas en el logro de sus fines […] la obtención de utilidades cuya protección garantiza el Estado”. El artículo 28 ordena atender, en la interpretación de las normas contractuales, “la igualdad y equivalencia entre derechos y obligaciones surgidos al momento de proponer o de contratar”. Y el inciso primero del artículo 41 supedita el perfeccionamiento al acuerdo “sobre el objeto y la contraprestación”, elevado a escrito[footnoteRef:18]. [18:  Ley 80 de 1993, artículos 3, 28 y 41, inciso primero.] 


Las excepciones a la regla son las que el propio ordenamiento tipifica, y su existencia la confirma. Esta Subdirección ha precisado, por ejemplo, que los contratos del artículo 355 de la Constitución Política “no dan lugar a una contraprestación directa a favor de la entidad y tampoco a una relación conmutativa entre esta y la ESAL”, precisamente porque el beneficio lo reciben los sectores destinatarios del fomento. Se trata de un régimen especial, dispuesto por la Constitución y reglamentado por el Decreto 092 de 2017, y no de una habilitación general para celebrar contratos estatales a título gratuito[footnoteRef:19]. [19:  Constitución Política, artículo 355; Decreto 092 de 2017. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-1545 de 2025, C-1618 de 2025 y C-476 de 2024.] 


Aplicada la premisa al supuesto que la consulta plantea, la conclusión se impone. Cuando una persona acude a una entidad estatal para aprender, adquirir experiencia o apoyar actividades sin recibir remuneración, honorarios ni contraprestación económica, no existe precio; no hay utilidad para ambos extremos de la relación; y no hay prestaciones que puedan mirarse como equivalentes. Falta, en consecuencia, el acuerdo sobre el objeto y la contraprestación que el artículo 41 exige para el perfeccionamiento. No hay contrato estatal y no resulta aplicable el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública[footnoteRef:20]. [20:  Ley 80 de 1993, artículo 41, inciso primero. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-541 de 2026.] 


A esa conclusión, que se obtiene del régimen contractual, se suma otra que proviene del régimen propio de estas vinculaciones y que conviene exponer porque delimita el ámbito del Sistema Electrónico para la Contratación Pública: el ordenamiento jurídico no entrega a la entidad la elección del instrumento sino que lo determina de ante mano, y el instrumento que determina no es un contrato. 

El artículo 16 de la Resolución 3546 de 2018 del Ministerio del Trabajo, en la redacción que le dio el artículo 7 de la Resolución 623 de 2020, dispone: “Las prácticas laborales por desarrollarse en las entidades estatales regidas en sus actuaciones por el derecho público se realizarán mediante la vinculación formativa del estudiante a través de acto administrativo que deberá expedirse con anterioridad al inicio de la actividad formativa”, y enumera su contenido mínimo. Su parágrafo añade que, expedido el acto, “el escenario de práctica y el estudiante deberán suscribir un acta donde señalen las fechas de inicio y terminación de la actividad formativa”[footnoteRef:21]. [21:  Resolución 3546 de 2018 del Ministerio del Trabajo, artículo 16, modificado por el artículo 7 de la Resolución 623 de 2020.] 


La lectura por contraste despeja cualquier duda: el artículo 17 ibidem reserva el acuerdo de voluntades a “las entidades privadas y […] las entidades estatales regidas en sus actuaciones por el derecho privado”. El reglamento distingue, entonces, entre entidades que se vinculan por acto administrativo y entidades que lo hacen por acuerdo de voluntades, y sitúa a las primeras —entre ellas las Personerías Municipales— en el terreno del acto unilateral[footnoteRef:22]. [22:  Resolución 3546 de 2018 del Ministerio del Trabajo, artículo 17, modificado por el artículo 8 de la Resolución 623 de 2020.] 


La misma regulación confirma que la práctica no es un negocio oneroso: la califica como “actividad pedagógica” que “no constituye relación de trabajo”, la concibe como relación tripartita entre estudiante, escenario de práctica e institución educativa, y prevé que sea “con auxilio o gratuita”, precisando que el auxilio “se destina a apoyar al practicante en el desarrollo de su actividad formativa y en ningún caso constituye salario”. El auxilio, cuando se pacta, es un apoyo a la formación y no la contraprestación de un servicio[footnoteRef:23]. [23:  Resolución 3546 de 2018 del Ministerio del Trabajo, artículo 4 —numerales 1, 2 y 3—, modificado por el artículo 4 de la Resolución 623 de 2020.] 


Tratándose de la judicatura la respuesta es equivalente y proviene de su propio régimen, que la citada resolución excluye expresamente de su ámbito. El artículo noveno del Acuerdo PSAA10-7543 de 2010 de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura dispone que las entidades que vinculen egresados de las facultades de derecho con carácter ad honorem o remunerado “realizarán dicha vinculación mediante los correspondientes actos administrativos, o bajo cualquier otra modalidad de vinculación”[footnoteRef:24]. [24:  Acuerdo PSAA10-7543 de 2010 del Consejo Superior de la Judicatura, artículos tercero y noveno. Resolución 3546 de 2018 del Ministerio del Trabajo, artículo 2, parágrafo 1, modificado por el artículo 2 de la Resolución 623 de 2020. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-297 de 2026.] 


Esta Subdirección ha descrito esa modalidad señalando que en ella “el egresado presta servicios jurídicos durante nueve meses de tiempo completo y con dedicación exclusiva, sin recibir remuneración ni establecer vínculo laboral con el Estado”, y ha advertido que su estructura —jornada completa, asignación de funciones por el superior inmediato y evaluación periódica, en los términos de la Ley 1322 de 2009— “puede contrastar con el requisito de autonomía e independencia que caracteriza esencialmente el contrato de prestación de servicios”. Ha precisado también que las entidades “no pueden subvertir los requisitos que exige la ley para el ejercicio del derecho optando por celebrar un contrato de apoyo a la gestión”[footnoteRef:25]. [25:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-297 de 2026, C-1033 de 2025 y C-1099 de 2025. Ley 1322 de 2009; Acuerdo PSAA12-9338 de 2012 del Consejo Superior de la Judicatura, artículo 1, numeral 2.] 


De lo anterior se desprende la respuesta al interrogante sobre la procedencia de un convenio o acuerdo de colaboración gratuito. No es admisible, por dos razones concurrentes: porque el régimen aplicable dispone un instrumento distinto, y porque la entidad no puede valerse de una denominación atípica o gratuita para obtener aquello que una tipología legal regula con requisitos propios. Si las actividades corresponden al objeto del contrato de prestación de servicios, debe acudirse a esa tipología con el cumplimiento íntegro de sus exigencias, lo que excluye por definición su celebración a título gratuito[footnoteRef:26]. [26:  Ley 80 de 1993, artículos 24 —numeral 8— y 32, numeral 3. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-297 de 2026 y C-1033 de 2025.] 


ii) Establecido que no hay contrato estatal, la respuesta sobre la publicidad en el SECOP II se sigue del objeto mismo del deber. El artículo 3 de la Ley 1150 de 2007 y el artículo 2.2.1.1.1.7.1 del Decreto 1082 de 2015 imponen publicar “los Documentos del Proceso y los actos administrativos del Proceso de Contratación”; y el artículo 2.2.1.1.1.3.1 define el Proceso de Contratación como el conjunto de actos y actividades que la entidad adelanta desde la planeación hasta el vencimiento de las garantías o la liquidación. Sin contrato estatal no hay Proceso de Contratación, y sin Proceso de Contratación el SECOP II no es el sistema que corresponde[footnoteRef:27]. [27:  Ley 1150 de 2007, artículo 3; Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.1.3.1 y 2.2.1.1.1.7.1. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-967 de 2026.] 


Esta Subdirección ya resolvió un caso análogo. Consultada sobre la publicación de los contratos de aprendizaje en el SECOP II, señaló que se trata de “una forma especial de vinculación del Derecho Laboral” y concluyó que “dicha tipología contractual no se encuentra incorporada en la noción de contratos estatales, puesto que, de acuerdo con lo indicado en el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, estos últimos corresponden a todos los actos jurídicos […] que celebren las entidades a las que se refiere el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública […] sobre los que, recae la obligación de publicar en el SECOP II”[footnoteRef:28]. [28:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-699 de 2024.] 


El argumento se aplica con mayor razón a las vinculaciones formativas y ad honorem. Si una tipología que el ordenamiento denomina contrato queda fuera del deber por no ser contrato estatal, con mayor razón queda fuera una vinculación que ni siquiera se articula mediante negocio jurídico, sino mediante acto administrativo unilateral expedido por la entidad en ejercicio de una competencia que le confiere un régimen ajeno al contractual.

Conviene precisar, para evitar una lectura equivocada, el alcance de una regla que podría invocarse en sentido contrario. Esta Subdirección tiene decantado, desde hace varios años, que “la publicidad de los contratos estatales debe realizarse a través de SECOP, independientemente de cual sea el régimen aplicable al contrato o que este implique o no la erogación de recursos públicos”. Pero el supuesto de esa regla está en su propio enunciado: ella se predica de los contratos estatales[footnoteRef:29] [29:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-780 de 2020, C-229 de 2022, C-260 de 2023, C-464 de 2024 y C-080 de 2025.] 


La regla se construyó, en efecto, a propósito de tipologías de derecho privado que las entidades estatales celebran al amparo de la remisión del artículo 13 de la Ley 80 de 1993 —señaladamente el comodato y el arrendamiento en el que la entidad es arrendadora—, en las que sí hay negocio jurídico y sí hay contrato estatal, aunque no haya desembolso de recursos públicos. Su función es impedir que la ausencia de erogación sirva de excusa para no publicar un contrato; no la de convertir en contractual una actuación que por su régimen no lo es. Respondiendo con precisión su interrogante 6.6: la ausencia de remuneración no excluye el deber de publicar un contrato estatal; lo que ocurre en el supuesto de la consulta es que no hay contrato estatal[footnoteRef:30]. [30:  Ley 80 de 1993, artículo 13. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-080 de 2025 y C-229 de 2022.] 


Queda por indicar el canal que sí corresponde, pues la inaplicación del SECOP no sustrae estas actuaciones de la publicidad. La propia regulación de las prácticas laborales dispone un mecanismo específico: el artículo 10 de la Resolución 3546 de 2018 establece que “tanto las entidades privadas como estatales, reportarán sus plazas de práctica laboral al Sistema de Información del Servicio Público de Empleo”, y el numeral 1 del artículo 15 ibidem impone a los escenarios de práctica “registrar y publicar las plazas de práctica a través del Sistema de Información del Servicio Público de Empleo”. El numeral 2 del mismo artículo añade el deber de “establecer, aplicar y dar a conocer a los estudiantes que se postulen, el proceso de selección para la asignación de plazas de práctica”[footnoteRef:31]. [31:  Resolución 3546 de 2018 del Ministerio del Trabajo, artículos 10 y 15 —numerales 1 y 2—, este último modificado por el artículo 6 de la Resolución 623 de 2020.] 


Respecto del acto administrativo de vinculación formativa, del acta y de los demás documentos que soporten la actuación, su divulgación se rige por el régimen general de transparencia: son información pública en los términos de la Ley 1712 de 2014 y del Decreto 1081 de 2015, y se divulgan a través del sitio web institucional y de la sección de transparencia y acceso a la información pública, conforme a los estándares que para el efecto fijó el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. La determinación concreta del medio y de las salvaguardas aplicables en materia de datos personales compete al sujeto obligado que administra la información, y su vigilancia a las autoridades competentes en esa materia[footnoteRef:32]. [32:  Ley 1712 de 2014, artículos 2, 3, 9 y 11; Decreto 1081 de 2015, artículo 2.1.1.2.1.1; Resolución 1519 de 2020 del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. Ley 1581 de 2012.] 


iii) Los convenios y documentos relativos a practicantes de instituciones de educación superior siguen la misma suerte. Tratándose de una Personería Municipal, entidad estatal regida en sus actuaciones por el derecho público, el instrumento que el reglamento prevé es el acto administrativo de vinculación formativa, y no un contrato estatal. El documento que articule la relación con la institución educativa, cuando se limita a ordenar la relación tripartita y no comporta obligaciones onerosas y conmutativas recíprocas, tampoco reúne los caracteres del contrato estatal y, por tanto, no se publica en el SECOP II[footnoteRef:33]. [33:  Resolución 3546 de 2018 del Ministerio del Trabajo, artículos 4 —numeral 2— y 16. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-541 de 2026.] 


Por la misma razón, los documentos individuales de vinculación de cada practicante no son Documentos del Proceso, pues no existe Proceso de Contratación al cual puedan integrarse. Su divulgación se rige por el régimen de transparencia y acceso a la información pública, con las salvaguardas que correspondan en materia de datos personales. Y la respuesta no cambia cuando la práctica es ad honorem: la gratuidad confirma, antes que excepciona, la ausencia de los caracteres propios del contrato estatal[footnoteRef:34]. [34:  Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.1.3.1. Ley 1712 de 2014, artículos 5, 6, 18 y 19; Ley 1581 de 2012.] 


Debe precisarse, eso sí, el límite de esta conclusión. Si la entidad y la institución de educación superior celebraran un negocio jurídico del que surgieran obligaciones onerosas y conmutativas recíprocas —por ejemplo, la prestación de un servicio de capacitación a cambio de un precio—, ese negocio sí sería un contrato estatal y quedaría sometido al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y al deber de publicidad en el SECOP II. La calificación de un documento concreto corresponde, en todo caso, a la entidad, a los organismos de control y, en último término, al juez del contrato[footnoteRef:35]. [35:  Ley 80 de 1993, artículos 32 y 41. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1172 de 2026, sobre la irrelevancia de la denominación que las partes den al acuerdo.] 


iv) Acápite orientativo. Lo que sigue se ofrece como orientación y no como interpretación vinculante, pues se refiere a regímenes cuya aplicación corresponde a autoridades distintas de esta Agencia. Se incluye porque el peticionario pregunta, en varios de sus interrogantes, por el instrumento que debería emplearse, y porque la ubicación de cada figura en su régimen explica por qué ninguna de ellas transita por el SECOP II.

Las prácticas laborales se rigen por los artículos 13, 15, 16 y 17 de la Ley 1780 de 2016, por el artículo 192 de la Ley 1955 de 2019 y por la Resolución 3546 de 2018 del Ministerio del Trabajo, modificada por la Resolución 623 de 2020. La práctica es una actividad formativa desarrollada por un estudiante de programas de formación complementaria, de educación superior de pregrado o posgrado, de educación para el trabajo y el desarrollo humano o de formación profesional integral del SENA, en un ambiente laboral real y con supervisión. La exigencia de la condición de estudiante es un dato relevante para los interrogantes del peticionario relativos a personas ya graduadas, cuya determinación corresponde, en todo caso, a las autoridades competentes en la materia[footnoteRef:36]. [36:  Ley 1780 de 2016, artículos 13, 15, 16 y 17; Ley 1955 de 2019, artículo 192; Resolución 3546 de 2018 del Ministerio del Trabajo, artículos 2, 3 y 4, modificados por los artículos 2, 3 y 4 de la Resolución 623 de 2020.] 


La judicatura se rige por su propio régimen, expresamente excluido del ámbito de la citada resolución: el artículo 2 de la Ley 552 de 1999, el Decreto 3200 de 1979 y los Acuerdos PSAA10-7543 de 2010 y PSAA12-9338 de 2012 de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, a lo que se suma, para los auxiliares jurídicos ad honorem de la Rama Ejecutiva, la Ley 1322 de 2009. La autoridad competente para interpretar ese régimen es el Consejo Superior de la Judicatura[footnoteRef:37]. [37:  Ley 552 de 1999, artículo 2; Decreto 3200 de 1979, artículo 23; Acuerdos PSAA10-7543 de 2010 y PSAA12-9338 de 2012 del Consejo Superior de la Judicatura; Ley 1322 de 2009. Resolución 3546 de 2018, artículo 2, parágrafo 1.] 


El voluntariado, por su parte, cuenta con un régimen propio en la Ley 720 de 2001, reglamentada por el Decreto 4290 de 2005. Esa ley tiene por objeto, entre otros, “reglamentar la acción de los voluntarios en las entidades públicas o privadas y regular sus relaciones”, define el voluntariado como el conjunto de acciones de interés general ejercidas “en virtud de una relación de carácter civil y voluntario” y al voluntario como quien actúa “sin recibir remuneración de carácter laboral”; y su reglamento exige a las entidades con acción voluntaria contar con un reglamento de voluntariado y con un sistema de registro, contemplando expresamente que las entidades del Estado desarrollen programas y proyectos con voluntarios. Su interpretación corresponde a las autoridades que esas normas señalan[footnoteRef:38]. [38:  Ley 720 de 2001, artículos 1, 3 —numerales 1, 2 y 4— y 7; Decreto 4290 de 2005, artículos 2, 3 y 6.] 


Se reitera, para cerrar, que lo expuesto en este acápite se ofrece a título orientativo; que la viabilidad de cada una de estas modalidades, sus requisitos y el instrumento concreto que deba emplearse son materias del régimen del empleo público, de la regulación de las prácticas laborales y del régimen de la judicatura, ajenas a la competencia de esta Agencia; y que lo que aquí se resuelve con carácter de concepto se limita a que tales vinculaciones no constituyen contratos estatales y, por tanto, no son objeto de publicación en el SECOP II.

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes 

	· Normativa: Constitución Política, artículos 23, 209 y 355. Código Civil, artículos 1497 y 1498. Decreto 3200 de 1979, artículo 23. Ley 80 de 1993, artículos 2, 3, 13, 24 —numeral 8—, 28, 32 —inciso primero y numeral 3— y 41. Ley 552 de 1999, artículo 2. Ley 720 de 2001, artículos 1, 3 y 7. Ley 1150 de 2007, artículo 3. Ley 1322 de 2009. Ley 1437 de 2011, artículo 28, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015. Ley 1581 de 2012. Ley 1712 de 2014, artículos 2, 3, 5, 6, 9, 11, 18 y 19. Ley 1780 de 2016, artículos 13, 15, 16 y 17. Ley 1955 de 2019, artículo 192. Decreto Ley 4170 de 2011, artículos 3 —numeral 5— y 11 —numeral 8—. Decreto 4290 de 2005, artículos 2, 3 y 6. Decreto 092 de 2017. Decreto 1081 de 2015, artículo 2.1.1.2.1.1. Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.1.3.1 y 2.2.1.1.1.7.1. Resolución 3546 de 2018 del Ministerio del Trabajo, modificada por la Resolución 623 de 2020. Resolución 1519 de 2020 del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. Acuerdos PSAA10-7543 de 2010 y PSAA12-9338 de 2012 del Consejo Superior de la Judicatura. Resolución 469 de 2025 de la ANCP-CCE.
· Documentos de la ANCP-CCE: Circular Externa Única de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente.
· Conceptos de la ANCP-CCE: Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-780 de 2020, C-229 de 2022, C-260 de 2023, C-464 de 2024, C-476 de 2024, C-699 de 2024, C-080 de 2025, C-1033 de 2025, C-1099 de 2025, C-1545 de 2025, C-1618 de 2025, C-069 de 2026, C-297 de 2026, C-541 de 2026, C-636 de 2026, C-967 de 2026, C-1025 de 2026, C-1031 de 2026, C-1078 de 2026 y C-1172 de 2026.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Esta Subdirección se ha pronunciado sobre el carácter oneroso y conmutativo del contrato estatal en los Conceptos C-541 de 2026, C-1025 de 2026, C-1031 de 2026, C-069 de 2026, C-636 de 2026 y C-1078 de 2026; sobre la ausencia de relación conmutativa en los contratos del artículo 355 de la Constitución Política, en los Conceptos C-476 de 2024, C-1545 de 2025 y C-1618 de 2025; sobre la exclusión de los contratos de aprendizaje de la noción de contrato estatal y, por ello, del deber de publicar en el SECOP II, en el Concepto C-699 de 2024; sobre el deber de publicar los contratos estatales que no comportan erogación presupuestal, en los Conceptos C-780 de 2020, C-229 de 2022, C-260 de 2023, C-464 de 2024 y C-080 de 2025; sobre la judicatura ad honorem, su régimen y su relación con el contrato de prestación de servicios, en los Conceptos C-297 de 2026, C-1033 de 2025 y C-1099 de 2025; sobre el alcance enunciativo de la noción de Documentos del Proceso, en el Concepto C-967 de 2026; y sobre la irrelevancia de la denominación que las partes den al acuerdo, en el Concepto C-1172 de 2026. Los conceptos emitidos por la Agencia pueden consultarse en el siguiente enlace:

https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación:
https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector  social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes  competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí:
https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
         
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015. 

Atentamente, 


[image: ]






WILLIAM JAVIER MURCIA ACEVEDO
Subdirectora de Gestión Contractual (E)
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